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                                                                                                                                                             “Gral. Martín Miguel de Güemes 
                                                                                                                                                              Héroe de la Nación Argentina” 

 

 
 

FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
RELATORÍA PENAL 

TOMO 158 
 

EXCUSACIÓN. Fiscal ante la Corte, violencia moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada por el señor Fiscal ante la Corte Nº 1, Dr. Alejandro 
A. Saravia y remitir los autos al señor Procurador General de la Provincia, a sus efectos (arts. 164 de la Constitución 
Provincial y 22 de la ley 7328). 
DOCTRINA: La Corte ha venido expidiéndose respecto de las excusaciones formuladas por los representantes del Mi-
nisterio Público Fiscal que ante ella actúan, aceptando o rechazando de manera directa tales pedidos de apartamiento, en 
ausencia de prescripciones específicas relativas al trámite que debe seguirse en la excusación de los fiscales, y tomando 
en cuenta que la necesaria intervención jurisdiccional en el análisis de la cuestión de su imparcialidad aparece indicada 
por el artículo 70 del Código Procesal Penal, cuyo segundo párrafo indica que la recusación en caso de no ser aceptado 
el motivo invocado será resuelta en juicio oral y sumario por el tribunal ante el cual actúa el funcionario recusado. 
             Corresponde aceptar la excusación del Fiscal ante la Corte fundada en que el acusado se desempeñó en el ámbi-
to del Ministerio Público, lo que generó un trato que le produce violencia moral al momento de intervenir en la causa, 
porque ello encuadra en el artículo 51 inciso 13 del Código Procesal Penal. (Del voto de los Dres. Ferraris, Garros 

Martínez, Posadas y Cornejo) 

Cuando el planteo de inhibición se formula por miembros del Ministerio Público Fiscal, de acuerdo a lo precep-
tuado en el artículo 70 del Código Procesal Penal, y en tanto dicha norma no establece un procedimiento específico, 
corresponde observar un trámite análogo al que señala el artículo 55 de ese ordenamiento para los casos de inhibición de 
jueces. (Del voto del Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C CUC-
CHIARO, MARCELO ERNESTO; SOTO, JORGE ALBERTO; LOZANO, PABLO – RECURSO DE CASACIÓN 
(Expte. Nº CJS 34.019/10) (Tomo 158: 413/420 – 27/julio/2011) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta a fs. 
7/8. 
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja por recurso de casación denegado, si de las constancias de la causa surge 
que en la resolución dictada, además de declarar inadmisible el recurso de casación se requiere con carácter de urgente el 
informe del Registro Nacional de Reincidencia y la planilla prontuarial actualizada del acusado, instrumentos hábiles 
para efectuar las constataciones de rigor y merced a los cuales el tribunal deberá proveer lo que corresponda. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez,  Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C OCAMPO, MIGUEL ÁNGEL - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. N° CJS 34.195/11)  
(Tomo 158: 299/302 – 26/julio/2011) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Sentencia que no es definitiva ni causa gravamen irrepa-

rable. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta a fs. 
1/7. 
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja por recurso de casación denegado, si la resolución que se pretende revertir 
no coincide con ninguno de los tipos descriptos en el artículo 467 del Código Procesal Penal ni puede ser equiparada a 
sentencia definitiva. 

Lo que habilita el uso anticipado de la casación es la pretensión de impedir un gravamen irreparable, y la vía re-
cursiva extraordinaria sólo puede quedar habilitada cuando no se hallan expeditos mecanismos procesales ordinarios 
destinados a hacer cesar la afectación del derecho que invoca el recurrente. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
INCIDENTE DE NULIDAD INTERPUESTO POR LOS DRES. RISSO, MATÍAS Y DE LA ROSA, CRISTIAN EN 
REPRESENTACIÓN DEL IMPUTADO MORCILLO CASTILLO, CRISTIAN JESÚS – QUEJA POR REC. DE CA-
SACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 34.346/11)  (Tomo 158: 1091/1096 – 08/agosto/2011) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. Imposibilidad del dictado de la resolución que se estima demorada. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 2. 
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja por retardo de justicia, si existió una imposibilidad material que impidió al 
juzgado de instrucción decidir sobre la situación procesal del imputado, pues la causa se encontraba en la Cámara de 
Acusación para resolver el recurso de apelación interpuesto  por la defensa. (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris, 

Posadas y Vittar) 

         Si en el caso no se verifica la interposición  de pronto despacho por ningún sujeto procesal con la consiguiente 
legitimación procesal para requerirlo, el planteo directo que omite el cumplimiento de ese requisito desnaturaliza la 
subsidiariedad, que constituye una nota esencial de la queja. (Del voto de los Dres. Catalano y Garros Martínez) 

TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
HOYOS, MARTA SONIA – QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA (Expte. Nº CJS 34.219/11)  (Tomo 158: 847/854 
– 8/agosto/2011) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Alcances de la revisión en casación. Delito de privación ilegítima de la libertad califica-

da por el ejercicio de violencia, calificación del hecho, valoración de la prueba, sana crítica, motivación de la senten-

cia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 228/233 vta. 
DOCTRINA: Respecto a los alcances de la revisión mediante el recurso de casación, la teoría del máximo rendimiento 
exige al Tribunal competente en la materia agotar su capacidad revisora, dejando de lado la impracticable distinción 
entre cuestiones de hecho y de derecho, conforme lo señalado en el precedente “Casal de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, en aplicación de la jurisprudencia internacional, basada en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en el art. 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en la regla de la sana crítica.  
        Si el recurrente cuestiona la forma en que el tribunal de juicio arribó a su juicio conviccional, por lo que la 
impugnación es encuadrada en el inciso 3º del artículo 466 del Código Procesal Penal, no puede soslayarse que la única 
forma de controlar si observó o no las pautas de razonabilidad en la formación de convicción es contrastando las razones 
dadas en la sentencia con el material probatorio obrante en la causa, además de las reglas de la lógica, la psicología y la 
experiencia común. (Del voto de los Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar). 

          Es correcto el encuadramiento de la conducta del acusado en la figura agravada del artículo 142 inciso 1º, pri-
mer supuesto del Código Penal, pues si bien la víctima accedió a subir al vehículo del acusado, ello no descarta la ilegi-
timidad del obrar y no es posible afirmar que ella consintió ser trasladada a otro lugar que no era su domicilio, al que se 
dirigía, por lo cual es razonable que el tribunal sostuviera que el consentimiento de la víctima estuvo viciado por la vio-
lencia del agente, al ser dado en un marco coercitivo, lo que se aúna con el informe sobre las lesiones constatadas, cir-
cunstancias que demuestran que la violencia ejercida sobre la víctima sobrepasa los límites de la que puede requerir la 
figura básica para el logro del fin restrictivo de la libertad, que puede consumarse aún sin lesionar o amenazar a la vícti-
ma. 
         Es plenamente válida la sentencia si los extremos fácticos del delito fueron debidamente constatados por el 
tribunal de juicio, se apoya en la declaración coherente de la víctima sostenida en el careo llevado a cabo en el debate, 
las declaraciones de los testigos y el informe médico, elementos en virtud de los cuales se llevó a cabo una racional y 
pormenorizada reconstrucción de los hechos para arribar al juicio condenatorio. (Del voto de los Dres. Garros Martínez, 

Posadas, Vittar, Catalano y Ferraris) 
        Los debates y discusiones sobre los límites de la revisión en casación se encuentran legislativamente superados 
en nuestro ordenamiento procesal, merced al nuevo motivo casatorio incorporado como inciso 3º del artículo 466 del 
Código Procesal Penal por la ley 7262 que toma como fuente mediata la flexibilización de la doctrina y jurisprudencia 
de la postura clásica del recurso, y encuentra razón teleológica en la adecuación de las normas adjetivas de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos, art. 8.2.h y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 14.5. 
        Al Tribunal de Casación le está prohibido subrogar al de juicio o asignar crédito o restárselo a una prueba pro-
ducida en la audiencia de debate que la Cámara conoció de manera directa, salvo que su apreciación aparezca dotada de 
un sustento arbitrario, contrariando las normas de la sana crítica racional, o que no se halle acompañada de debida fun-
damentación. (Del voto de los Dres. Ferraris y Catalano) 

        Cuando la casación se interpone por la causal de inobservancia y errónea aplicación de la ley contempla, en 
apariencia, casos diversos, sin embargo uno y otro, quedan comprendidos en el concepto de violación de la ley sustanti-
va. 
          No cualquier interpretación de la norma penal abre la vía del recurso casatorio, sino que debe tratarse de una 
aplicación determinada de la norma a un hecho concreto, con efectiva repercusión en el contenido de la sentencia; es 
decir, el recurso por inobservancia o errónea aplicación de una norma que no ha sido aplicada en la sentencia, o que no 
influya en ella, es improcedente; aserción que se condice con la doctrina sentada por la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación en el caso “Casal” donde se sostuvo que lo único que los jueces de casación no pueden valorar es aquello que 
surge directa y únicamente de la inmediación propia del juicio oral, es decir, que se trata de una limitación fáctica puesto 
que no es posible valorar lo que no se conoce. 
           Si el tribunal que impuso la condena tuvo en cuenta la valoración de prueba referida a los hechos, al determinar 
la calificación de la conducta del acusado, no existe una inobservancia de las normas sustantivas. En el delito de priva-
ción ilegítima de la libertad lo que se protege es la libertad física de las personas en su sentido amplio; supone la priva-
ción de la libertad personal, por una parte y, por la otra, la ilegitimidad de la privación, por lo que la privación ilegítima 
de la libertad puede darse trasladando a la víctima a otro sitio o no, encerrándola en algún lugar, impidiendo que efectúe 
ciertos movimientos corporales o su locomoción o imponiéndole determinados movimientos; se trata de un delito mate-
rial por lo que su consumación se configura tan pronto como el impedimento lesiona la libertad de la víctima y adquiere 
el carácter significativo y doloso que requiere que el autor tenga la conciencia que su accionar es ilegal. 
           La sentencia que condena al acusado por el delito de privación ilegítima de la libertad agravada es plenamente 
válida, si el tribunal tuvo por acreditado con grado de certeza suficiente que la víctima concurrió a un baile junto con sus 
amigas a un lugar donde precisamente el acusado cumplía servicios como personal policial, y que luego resultó sorpren-
dida por él, que se encontraba a bordo de un vehículo y luego de detener su marcha se acercó por atrás de la afectada y la 
arrastró hasta el automóvil siendo privada de su libertad ambulatoria y trasladada con empleo de fuerza física y violencia 
verbal. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C IBÁÑEZ, NELSON ROLANDO – RECURSO DE CASACIÓN    (Expte. Nº CJS 33.323/10)  (Tomo 158: 797/820 
– 8/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Caducidad de instancia, acción privada, querellante. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 209/212, con costas a cargo 
del querellante. 
DOCTRINA: El Estado delega el ejercicio de la acción en el particular interesado en la punición, quien legalmente re-
sulta ser un sujeto esencial del proceso penal y, atento al poder dispositivo que tiene respecto del contenido sustancial y 
formal del proceso por él iniciado, debe mantener la instancia bajo apercibimiento de abandono de la causa. 

El querellante es un acusador privado y su actuación es facultativa tanto al inicio de la causa como durante su 
desarrollo, ejercita la acción penal con exclusión del fiscal, el artículo 73 del Código Penal lo instituye para los delitos 
perseguibles por acción privada, es sujeto esencial y su inasistencia a la audiencia que se fije implica desistimiento tácito 
si no hay causa debidamente justificada en tiempo oportuno. (Del voto de los Dres. Vittar, Garros Martínez, Posadas, 

Cornejo, Ferraris y Catalano) 

En los juicios que se promueven por delitos de acción privada  el Juez no puede actuar de oficio, siendo el que-
rellante, como titular de la acción, el que debe peticionar lo que corresponda, por lo cual se debe declarar la caducidad 
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de la instancia en la causa iniciada por acción o instancia privada si el nombrado ha abandonado la persecución, cual-
quiera que haya sido el motivo del abandono. 
      En un proceso penal por delito de acción privada, el impulso procesal que se debe computar para comprobar si 
el plazo de caducidad por falta de impulso se produjo o no, es el de la acción de fondo. (Del voto de los Dres. Cornejo, 

Ferraris y Catalano) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
QUERELLA CONTRA SÁNCHEZ, LUIS ALBERTO POR INJURIAS A BERNARDO MARÍA MIGUEL EVRARD 
BOURLON DE ROUVRE – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.168/10)  (Tomo 158: 37/46 – 
26/julio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de casación interpuesto a fs. 
38/42. 
DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al momento 
de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso han quedado abs-
tractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
________Corresponde declarar abstracta la cuestión planteada por la defensa en el recurso de casación contra la resolu-
ción que rechaza su pedido de excarcelación, si a raíz de una situación planteada con posterioridad a su interposición, la 
posición procesal del interesado ha variado en forma sustancial respecto de la que motivó el dictado de la resolución 
recurrida y se encuentra ya condenado por sentencia firme. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C RODRÍGUEZ, ÁNGEL ELEUTERIO – INCIDENTE DE EXCARCELACIÓN – RECURSO DE CASACIÓN 
(Expte. Nº CJS 33.597/10)  (Tomo 158: 623/628 – 08/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con penetración agravado por la guarda, consumación, valora-

ción de la prueba. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 231/235 vta. y, en su mérito, 
revocar el punto I de la sentencia de fs. 217, integrada con los fundamentos de fs. 218/228, y condenar a Andrés Daniel 
Cuellar, de las demás condiciones obrantes en autos, a la pena de diez años de prisión por resultar autor penalmente 
responsable del delito de abuso sexual con acceso carnal calificado por la guarda (art. 119, 3er. y 4to. párrafo inc. b del 
C.P.). 
DOCTRINA: En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente existen 
serias dificultades probatorias y es de capital importancia el testimonio de la víctima para establecer lo ocurrido; prueba 
directa que, siempre que el relato resulte sincero, puede constituir por sí la base de la condena. 
             Para constituir un acceso carnal no es necesario que el acto sexual alcance la perfección fisiológica, que se 
produzca la eyaculación, ni que la penetración sea completa. 

Corresponde condenar al acusado por el delito de abuso sexual con acceso carnal calificado por la guarda, y no 
en grado de tentativa como pretende la defensa, si los elementos probatorios permiten afirmar con la certeza necesaria la 
existencia de penetración y por ende la consumación del delito en base a la declaración de la víctima y la de su hermana 
menor, testigo presencial, y a su vez, si bien en el informe médico se indica que no se observan signos de violencia ni 
desfloración, esto no descarta la existencia de penetración, aún parcial, pues el examen fue practicado al menos cuatro 
meses después de acaecido el suceso y, en el dictamen, expresamente se consigna la presencia de himen complaciente o 
distensible, cuestiones que son debidamente aclaradas por el médico al prestar declaración, resaltando que una penetra-
ción imperfecta puede no dejar signos, que ello se agrava por el carácter del himen antes aludido y por el tiempo transcu-
rrido. 

La pena que corresponde imponer al acusado del delito de abuso sexual con penetración agravado por la guarda 
debe partir de las pautas que indican como circunstancias agravantes la edad del acusado en relación a la corta edad de la 
víctima al momento del hecho, muy por debajo del límite de trece años que establece la figura y, además, el vínculo 
ofendido, y en contraposición, resultan aminorantes la inexistencia de antecedentes condenatorios, su situación socio—
ambiental y los datos consignados en el informe psicológico relativos a su inmadurez emocional. (Del voto de los Dres. 

Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano). 

En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente existen serias 
dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibi-
linamente, dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisa-
mente para no ser descubiertos.  
      El bien jurídico protegido en el delito de abuso sexual con penetración es la libertad individual, en cuanto hace 
a la integridad sexual de las personas. Ello comprende la libre disposición del propio cuerpo y la capacidad del sujeto 
para no ejercer acto de naturaleza sexual que no desee. Se trata, en suma, de proteger la autonomía de la voluntad del 
sujeto y su posibilidad de consentimiento sobre el acto sexual.  (Del voto del Dr. Cornejo). 

TRIBUNAL: Dres. Ferraris. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C CUELLAR, ANDRÉS DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN      (Expte. Nº CJS 33.253/10)  (Tomo 158: 389/404 
– 26/julio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio en ocasión del robo en grado de tentativa agravado por el uso de un 

arma de fuego, concurso real, error en la calificación; prohibición de reformatio in peius. Individualización de la pena, 

pautas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1698/1700. 
DOCTRINA: Si la calificación dada al hecho en la sentencia es errónea, tanto en lo relativo a la figura como a la prohi-
bida extensión del radio de su punibilidad pero, sin embargo, al ser más benigna para el acusado, ésta y la pena impuesta 
no pueden modificarse cuando el Fiscal no impugnó la sentencia condenatoria, pues la prohibición de “reformatio in 
peius” impide que se perjudique la situación del acusado obtenida merced a un pronunciamiento consentido en la instan-
cia inferior, a fin de no lesionar los derechos contemplados por el artículo 18 de la Constitución Nacional. 

La competencia de la Corte en el recurso de casación se encuentra limitada o recortada conforme al objeto ex-
presado en el remedio articulado. 

La imposición penal responde a los elementos de carácter objetivo, dirigidos a especificar la magnitud del injus-
to cometido –circunstancias referidas al delito- y a los elementos subjetivos –circunstancias referidas al autor y modali-
dades particulares del delito- que acrediten la culpabilidad y peligrosidad del agente. 
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Es justa la pena impuesta al acusado del delito de homicidio en ocasión de robo en grado de tentativa agravado por el 
uso de arma de fuego si, de conformidad al margen legal resultante de la tipificación, aunque errónea, dada a los delitos 
en la sentencia, fue condenado por dos hechos de gravedad que concurren realmente y que fueron cometidos mediante 
un similar “modus operandi” tanto en la elección de las víctimas, el modo particular de consumación, la participación de 
un coautor y la precisa distribución de funciones, circunstancias que demuestran la frialdad de ánimo del acusado, un 
cierto grado de organización y, en suma, implican afirmar su mayor peligrosidad alejando el reproche del mínimo legal, 
y a ello debe sumarse su evidente desaprensión por la integridad física y la vida de las víctimas, por lo cual las otras 
circunstancias relativas a sus adicciones y situación socio ambiental, sólo pueden producir un efecto aminorante que 
evidentemente fue tenido en cuenta por el tribunal de juicio al imponer una pena que, en concreto, no es cercana ni al 
mínimo ni al máximo legal. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C DOMÍNGUEZ, ALDO EZEQUIEL (PRESO); MAITA, FERNANDO JAVIER (MENOR) – RECURSO DE CA-
SACIÓN (Expte. N° CJS 32.912/09) (Tomo 158: 169/176 – 26/julio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio en ocasión del robo, valoración de la prueba, sana crítica, certeza 

para condenar, coautor. Calificación errónea del hecho, reformatio in peius. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 4293/4297 vta. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar a los acusados como coautores del delito de homicidio en oca-
sión de robo, si el tribunal encontró probado que los acusados, junto a una tercera persona –fallecida-, armados, ingresa-
ron a las dependencias de una estación de servicio con el propósito de apoderarse del dinero resguardado en una caja 
fuerte, y a fin de lograr la comisión del robo, maniataron al encargado con sogas y también esposas y, en situación de 
continuidad permanente le propinaron golpes de puños, puntapiés y “culatazos” con un arma de fuego, lo que finalmente 
le ocasionó la muerte, resultando sumamente ilustrativa la autopsia practicada y la ulterior declaración testimonial pres-
tada por el médico, quien, amén de certificar distintas lesiones que dan cuenta de la golpiza y de los instrumentos utili-
zados para privar de la libertad a la víctima, recalca la violencia del hecho, advierte la existencia de ciertas marcas en el 
cuello que  responden a una compresión dirigida a “rematarlo”, indica que éste fue arrastrado en vida y resalta que son 
pocos los casos de fallecimiento por golpes. 
 La tenencia de la “res furtiva”, es considerada una prueba de alto valor incriminante. La detención del acusado 
portando la cosa sustraída, es una circunstancia de carácter concluyente para atribuir el delito con el grado de certeza 
exigido por la ley. 
 No es partícipe secundario del delito de robo calificado quien ha tenido una participación que resultó una pri-
maria cooperación y no secundaria, pues golpeó a la víctima para así lograr vencer su resistencia y poder consumar el 
hecho por el cual se encontraban en el lugar. 
          Cómplice secundario es el que realiza un aporte para la ejecución que no tenga la naturaleza del que caracteriza a 
la intervención del primario o necesario, que contribuye con su obrar a la ejecución del delito sin el cual no habría podi-
do cometerse tal como se cometió en sus formas y modalidades. 
 El sistema de sana crítica racional y el deber de motivación de la sentencia imponen al tribunal de juicio una 
apreciación integral y equilibrada de la prueba, lo que demanda que ante la discrepancia entre los diversos elementos de 
convicción reunidos en la causa, la decisión de hacer prevalecer aquellos que se consideran de mayor valor para la de-
mostración del hecho, deba ir necesariamente acompañada de la exposición de las razones de esa prevalencia. (Del voto 

de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 

Se configura el homicidio en ocasión de robo si la contundencia del modo de ejecución y la deliberada causa-
ción de múltiples lesiones necesariamente idóneas para producir el resultado letal, alejan notoriamente la muerte de la 
víctima de lo eventual o meramente accidental ya que los imputados mataron para robar, pues el agravante del homicidio 
se caracteriza por la unidad ideológica entre ese atentado contra la vida y el otro delito conexo, el robo. 
 Si bien la calificación dada al hecho en la sentencia es equívoca, puesto que los recurrentes debieron ser conde-
nados como coautores del delito de homicidio calificado, la circunstancia que el fiscal y el querellante conjunto en sus 
respectivos alegatos pidieron la tipificación prevista en la condena, por la regla de interés no cabía la interposición del 
recurso al ser más benigna para el acusado, y la calificación dada a los hechos no puede modificarse en casación. 
 La competencia del Tribunal de Casación se encuentra limitada o recortada conforme al objeto expresado en el 
recurso de casación articulado. La regla de la prohibición de “reformatio in peius” impide al tribunal superior modificar 
la resolución originaria en perjuicio del inculpado cuando ella hubiese sido recurrida exclusivamente por él, a fin de no 
lesionar los derechos y garantías contemplados por el artículo 18 de la Constitución Provincial. (Del voto de los Dres. 

Catalano, Cornejo, Ferraris y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C URTADO, MANUEL ENRIQUE; GÓMEZ, JORGE CÉSAR; DÍAZ, OSCAR MARIANO; TORRES, ELIZA-
BETH DEL VALLE – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.692/10)   (Tomo 158: 441/454 – 27/julio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio, incorporación y valoración de la prueba, sana crítica, certeza para 

condenar. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1673/1688 vta. 
DOCTRINA: La mera discrepancia del recurrente no habilita el reexamen del cuadro cargoso, ya que corresponde al 
tribunal de juicio apreciar el valor convictivo de los distintos elementos probatorios recolectados durante dicha etapa y 
del grado de convencimiento que aquellos puedan producir, conforme las reglas de la sana crítica. 

La ley no impone normas generales para comprobar algunos ilícitos, ni fija en abstracto el valor de cada prueba, 
dejando al arbitrio del sentenciante la libertad de admitir la que tenga por útil y conducente a los fines del proceso, asig-
nándole, dentro de los límites fijados por la razonabilidad, el valor que poseen para la determinación de los hechos. 

La denegatoria de producción de cierta prueba por parte del tribunal de juicio no afecta el ejercicio del derecho 
de defensa en juicio, si de la simple lectura de las actas del debate surge que se dio una adecuada participación a la im-
putada y su abogado defensor, pues estuvieron presentes ambos en todos los actos procesales, se permitió a esa parte 
interrogar a todos los testigos y se hizo lugar a algunas medidas allí propuestas que resultaban pertinentes y útiles. 

El sistema de valoración de la prueba por el que se debe regir el tribunal es el de la libre convicción o sana críti-
ca racional, que se caracteriza por la posibilidad de que el magistrado logre sus conclusiones sobre los hechos de la cau-
sa valorando la eficacia conviccional de la prueba con total libertad, pero respetando, al explicar cómo llegó a ellas, los 
principios de la recta razón, es decir, las normas de la lógica, la psicología y la experiencia común. 

Es responsable del delito de homicidio la acusada, si además de su confesión del hecho en la instrucción, la su-
matoria de indicios, que individualmente podrían tener explicaciones compatibles con otras hipótesis fácticas, en su 
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valoración global permite ir descartando la probabilidad de que ellos indiquen una situación distinta a la imputación, por 
lo cual la duda que cada uno trae intrínsecamente se va transformando en un juicio de certeza. (Del voto de los Dres. 

Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Ferraris) 

El recurso de casación no debe proceder si la sentencia puesta en crisis mantiene una congruente relación entre 
las premisas que establece y las conclusiones a las que arriba, la prueba producida y el derecho aplicado, todo lo cual 
aventa la acusación de trasgresión de las pautas de razonabilidad en la formación del juicio e impide su descalificación 
como acto jurisdiccional válido. 

En el fallo no se verifica la omisión de valoración de prueba a que alude la defensa, si el tribunal de sentencia 
ha ponderado los elementos de convicción esenciales confrontando los colectados en la causa de conformidad con las 
pautas de un recto pensar. 

La incorporación por lectura de prueba documental constituye facultad del tribunal, autorizado por la ley adjeti-
va; por lo tanto, si el recurrente no se opuso a ella ni formuló protesta, no cuenta con la atribución para pretender agra-
viarse tardíamente por la incorporación y valoración de esa evidencia. 

La dinámica de los hechos delictivos traídos a examen del tribunal de juicio se desarrolló tal cual los entendió 
en la sentencia condenatoria al tener por acreditada la presencia de la acusada en la escena del crimen, máxime al habér-
sele secuestrado en su domicilio el arma homicida escondida, y una campera roja y blanca ensangrentada que vestía la 
noche en que consumara sus designios, más la bicicleta en que fue vista movilizarse el día del hecho, todo ello abonado 
por las pruebas documentales y testimoniales rendidas en el debate oral.  (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y 

Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris. DOCTRINA: Dra. Galli.   CAUSA: 
C/C LIZONDO, PAOLA ROXANA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.900/09)  (Tomo 158: 645/678 – 
8/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Absolución, principio “in 

dubio pro reo”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 89/ 98 y, en su mérito, dejar sin 
efecto la condena impuesta a Jorge Gabriel Guaymás en la sentencia de fs. 81 vta./82, cuyos fundamentos obran a fs. 
83/88 vta., disponiendo su absolución, conforme a lo establecido en los arts. 4º del C.P.P., 20 de la Const. Prov. y 18 de 
la C.N. 
DOCTRINA: Corresponde absolver al acusado del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar si 
realizó aportes que fueron calificados por la denunciante como insuficientes o esporádicos, pero se encuentra acreditado 
que se desempeña como albañil, oficio que en muchas ocasiones reúne el carácter de temporal, informal y migratorio, 
como resultó probado en la causa, y en otra provincia, lugar desde el cual hizo algún aporte, lo que resulta indicativo de 
la falta de dolo. 

No se configura el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar si no se ha verificado el nú-
cleo del tipo cual es la omisión simple o pura, la conducta omisiva dolosa de no dar lo que se debe, la substracción, el 
apartamiento consciente y deliberado de prestar los medios indispensables para la subsistencia, ni se encuentra configu-
rada la faz subjetiva del tipo penal presuntamente infringido, es decir, la malicia en el incumplimiento. 
           Al tribunal de juicio le está vedado remitirse simplemente a los términos del requerimiento formulado por el 
fiscal para dar sustento a una condena, debiendo en todo caso llegar a valoraciones y a conclusiones propias acerca de la 
hipótesis referida en la acusación. 

La condena se ha  pronunciado con violación al principio “in dubio pro reo”, si el tribunal consideró configura-
do el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar en razón que el acusado no demostró haber cumpli-
do con su deber, lo que implica un liso y llano traslado de la carga de la prueba desde la parte acusadora hacia el acusa-
do, en franca contravención con el estado de inocencia que demanda que la demostración certera del hecho delictivo sea 
lograda mediante el aporte de elementos suficientes que introduzca al proceso la parte acusadora o que procure de mane-
ra oficiosa el tribunal. (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar y Catalano) 

La conducta reprochada por el artículo 1º de la ley 13944 no requiere de un resultado, pues el bien jurídico le-
sionado es la subsistencia material de los hijos menores de edad, por lo que la mera omisión de hacer en tiempo y forma 
los aportes necesarios para la satisfacción de las necesidades indispensables de la familia, ponen en peligro dicha subsis-
tencia, por el hecho de situarla en un estado de inseguridad económica. 
                El cumplimiento esporádico e insatisfactorio que fue demostrado en la audiencia de debate en virtud de los 
distintos testimonios y de lo declarado por el propio imputado, no satisface el deber de asistencia familiar que la ley 
manda y, por tanto, es configurativo del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. (Del voto de los 

Dres. Garros Martínez y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C GUAYMÁS, JORGE GABRIEL – RECURSO DE CASACIÓN     (Expte. Nº CJS 33.023/09)  (Tomo 158: 875/888 
– 8/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Absolución, principio in 

dubio pro reo, falta de pruebas suficientes, motivación de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 75/77 y, en su mérito, dejar sin 
efecto la condena impuesta a Víctor Reynaldo Areco el punto 1º de la sentencia de fs. 69/71, disponiendo su absolución, 
conforme a lo establecido en los arts. 4º del C.P.P., 20 de la Const. Prov. y 18 de la C.N. 
DOCTRINA: En el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar el núcleo del tipo consiste en la omi-
sión simple o pura, en la conducta omisiva dolosa de no dar lo que se debe, en la substracción, en el apartamiento cons-
ciente y deliberado de prestar los medios indispensables para la subsistencia, y la faz subjetiva del tipo penal consiste en 
la malicia en el incumplimiento.  
        Al tribunal de juicio le está vedado remitirse simplemente a los términos del requerimiento formulado por el 
fiscal para dar sustento a una condena, debiendo en todo caso llegar a valoraciones y a conclusiones propias acerca de la 
hipótesis referida en la acusación. 
          Carece de debida fundamentación la sentencia que condena al acusado por el delito de incumplimiento de los 
deberes de asistencia familiar, si no ha delimitado de manera alguna las características del incumplimiento ni el tiempo 
en que se produjo, y el tribunal ha llegado a la afirmación de su existencia al tomar como fundamento de esa condena 
que el denunciado no demostró haber cumplido con el deber alimentario, lo que implica un liso y llano traslado de la 
carga de la prueba desde la parte acusadora hacia el imputado, por lo cual la decisión contraviene el estado de inocencia 
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que demanda que la demostración certera del hecho delictivo sea lograda mediante el aporte de elementos suficientes 
que introduzca al proceso la parte acusadora o que procure de manera oficiosa el tribunal. 
         La condena se ha pronunciado con violación del principio “in dubio pro reo” y se debe absolver al acusado, si a 
las resultas del juicio no existían elementos suficientes para acreditar de manera certera la conducta típica sobre la que 
versó la imputación. Aunque se hubieran acreditado omisiones en las prestaciones alimentarias no es punible la conducta 
si no se probó la afectación de la subsistencia de los menores, ni tampoco la posibilidad o peligro de dicha afectación. 
(Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris,, Posadas y Vittar) 

           Para el dictado de una sentencia condenatoria el juzgador debe albergar un juicio de certeza sobre la hipótesis 
acusatoria, lo cual no parece ser posible si en la causa existe una acentuada carencia de elementos probatorios, circuns-
tancia que solo puede formar un estado de duda. 
           Si de la apreciación cumplida en casación se observa que el tribunal de juicio no contaba con elementos sufi-
cientes para fundar el estado de certeza necesario para condenar, corresponde reconocer a las resultas de la etapa plena-
ria válidamente cumplida que el imputado debe ser absuelto por el beneficio de la duda. (Del voto de las Dras. Garros 

Martínez) 

TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C ARECO, VÍCTOR REYNALDO – RECURSO DE CASACIÓN    (Expte. Nº CJS 33.052/09)  (Tomo 158: 25/36 – 
26/julio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, inicio del cómputo de 

prescripción de la acción; nulidad del decreto de citación a juicio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 36/39 y, en su méri-
to, revocar el punto II de la resolución de fs. 28/29 vta. y ordenar que bajen los autos y, previo agregar los informes de 
R.N.R., se dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: Resulta nula la providencia de citación a juicio si se ha dictado cuando ya se había extinguido el plazo de 
prescripción previsto para el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. 

El delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar tiene carácter permanente, sin embargo, en 
cuanto al momento en que deja de cometerse, como circunstancia que marca el inicio del curso de la prescripción, no es 
dable trasponer los límites señalados en el requerimiento fiscal acudiendo a una presunción de continuación que se ex-
tienda durante todo el trámite del proceso, provocando que este tipo de ilícitos se conviertan en infracciones práctica-
mente imprescriptibles. 

En tanto se pretenda influir en el curso de la prescripción más allá de los límites del acto requirente, será nece-
sario que éste se reedite, sea mediante sucesivas ampliaciones o a través del mecanismo previsto en el artículo 386 del 
Código Procesal Penal. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Posadas y Vittar) 

En función del carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, el curso 
de la prescripción se inicia cuando se acredita que dejó de cometerse. 

Es ajustada a derecho la resolución que rechaza el planteo de nulidad de la citación a juicio y al mismo tiempo 
no hace lugar al sobreseimiento por prescripción de la acción, si no puede afirmarse con el estado de certeza requerido 
que el delito ha dejado de cometerse. (Del voto de la Dra. Garros Martínez) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C VELIZ, NÉSTOR SALVADOR – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.143/09)  (Tomo 158: 761/768 – 
8/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones culposas en accidente de tránsito. Absolución, principio de la duda, 

falta de pruebas suficientes, aporte de la víctima, vehículo que es colisionado desde atrás e impacta con otro.  

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 115/117 y, en su mérito, dejar sin 
efecto la condena impuesta a Gladis Silvia Ercilia Malenque en la sentencia de fs. 106, y   disponer su absolución por 
aplicación del principio de la duda (art. 4º del C.P.P.). 
DOCTRINA: Corresponde absolver a la acusada del delito de lesiones culposas en accidente de tránsito, si la carencia 
probatoria no permite conocer la mecánica del hecho y, por ende, impide adquirir la certeza necesaria para establecer si 
la imputada actuó inobservando un deber de cuidado, sea mediante la conducción imprudente, negligente, inexperta o 
antirreglamentaria, o que tuvo la posibilidad de evitar el desenlace más allá del riesgo permitido. 
           Si el material fáctico indicaba la necesidad de comprobación de un factor externo que pudo verosímilmente 
ocasionar la pérdida de control del vehículo al mando de la acusada, cual es la colisión desde atrás por parte de otro 
rodado que circulaba en la misma dirección por la avenida, conforme lo ratifica y describe el técnico policial, este otro 
riesgo creado por un tercero, conduce a sopesar prudentemente el aporte de la acusada a la producción del resultado, a 
partir del principio de confianza que rige especialmente en la circulación vehicular, que implica responsabilizar al pri-
mer automóvil que produce el impacto desde atrás, muy posiblemente por transitar a velocidad excesiva. 
           El ingreso a una vía rápida como es una avenida, requiere en primer lugar verificar la ausencia de molestias a 
los conductores que por ella transitan y seguidamente, una vez en la arteria, una adecuación a la velocidad de circulación 
para no afectar su fluidez. 
          El principio de la duda indica la absolución  del acusado, si a las resultas del juicio no existen elementos sufi-
cientes para acreditar de manera certera la conducta típica sobre la que versó la imputación.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C MALENQUE, GLADIS SILVIA ERCILIA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.702/10)  (Tomo 158: 
193/200 – 26/julio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones leves culposas en accidente de tránsito, aporte de la víctima, cruce de 

peatón por lugar no habilitado. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 92/93 vta. 
DOCTRINA: Es responsable del delito de lesiones leves culposas el acusado, si tal como se amerita en la sentencia, a 
pesar que se trata de un sector de la ciudad con iluminación pública deficiente, a los efectos del uso del sistema de luces 
de la camioneta la visibilidad era amplia por la falta de obstáculos en la arteria, conforme se constatara en el lugar y el 
conductor, al mando de un vehículo de considerable porte, no advirtió la presencia de la víctima en su camino o al cos-
tado, conducta que fue concretamente valorada como factor determinante de la condena en el contexto del aporte causal 
efectuado por la víctima. 
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            El primer deber del conductor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que comanda y la impruden-
cia de quienes se interponen en su trayectoria no justifica el actuar culposo de quien guía el automóvil, puesto que esa 
circunstancia constituye un riesgo común inherente al tránsito. 

El cruce de peatones por lugares no habilitados es un hecho bastante común en el tránsito urbano, y debe enten-
derse que no resulta un evento sorpresivo o imprevisto. 

La conducta culposa de la víctima cuando confluye con la del acusado, es un factor que tiene relevancia a los 
fines de una necesaria consideración para una adecuada mensura de la pena, aspecto que puede en todo caso servir para 
atenuar la culpabilidad que es la base del reproche penal, pero no tiene el efecto de eliminarla. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C ESTRADA, VÍCTOR ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.712/10)  (Tomo 158: 
455/462 – 27/julio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones, valoración de la prueba. Sana crítica, motivación de la sentencia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 115/120. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de lesiones, si el tribunal tuvo por acredi-
tado el hecho de que el inculpado se presentó en su lugar de trabajo a fin de cubrir el puesto de sereno, y al negarse su 
compañero a hacerle entrega del turno debido al estado de ebriedad en que se encontraba, aquél lo atacó propinándole un 
golpe de puño en el rostro a la altura de la ceja izquierda, y en razón de ello la víctima dio parte de lo sucedido encarga-
do de la confitería quien avisó al personal policial y solicitó una ambulancia, y para arribar a tal conclusión el tribunal 
valoró no sólo los dichos de ambos, sino también las certificaciones médicas obrantes en la causa. 

La sentencia de condena cuenta con motivación suficiente, si de sus fundamentos se puede establecer que me-
diante un análisis simple e innegable, el tribunal ha llegado a adecuar el hecho a la verdad de lo sucedido por cuanto 
valoró como elementos incriminantes los dichos de la víctima que desacreditan la negativa puesta de manifiesto por el 
acusado, reforzados con la producción de otras pruebas introducidas al debate como la declaración de un testigo que si 
bien no presenció la agresión, sí pudo apreciar la herida sufrida por el denunciante que se confirma con el certificado 
médico, las que por ser coincidentes tienen un alto valor probatorio. 

El sistema de sana crítica racional y el deber de motivación de la sentencia imponen al tribunal de juicio una 
apreciación integral y equilibrada de la prueba, lo que demanda que ante la discrepancia entre los diversos elementos de 
convicción reunidos en la causa, la decisión de hacer prevalecer aquellos que se consideran de mayor valor para la de-
mostración del hecho deba ir necesariamente acompañada de la exposición de las razones de esa prevalencia. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C ROSALES, LUCIO RAMÓN; PÉREZ, TOMÁS CARLOS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.833 
/10)  (Tomo 158: 477/484 – 01/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo agravado por el uso de armas, coautor, valoración de la prueba, indicios, 

sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 772/775 vta. y fs. 
778/783. 
DOCTRINA: El sistema de la sana crítica racional exige que entre las conclusiones de una sentencia y la prueba exista 
fidelidad legal suficiente de un modo que sus afirmaciones sobre la existencia o inexistencia del hecho y la autoría de la 
infracción, sean el fruto de un convencimiento lógico, motivado, racional y controlable. 

Es válida la sentencia que condena a los acusados como coautores del delito de robo agravado por el uso de ar-
ma, si los principios que gobiernan la construcción racional del fallo han sido respetados, pues no surgen defectos ni una 
elaboración meramente conjetural, sino por el contrario, las conclusiones sometidas a revisión resultan acordes a la lógi-
ca, la experiencia común y la psicología, y el tribunal ponderó de un modo conjunto los diferentes indicios que en una 
misma dirección permitieron afirmar la existencia de un concierto delictivo previo entre el coautor del robo y la emplea-
da doméstica, las funciones que cada uno desempeñó y las demás circunstancias que rodearon el hecho probado. 

El sistema de la sana crítica racional permite construir un determinado acontecer mediante inferencias que des-
cansan en indicios, si éstos resultan unívocos. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris y Vittar) 

            Corresponde absolver al acusado como coautor del delito de robo agravado por el uso de armas, y a la empleada 
doméstica también condenada por su connivencia dolosa, si no se lograron disipar las dudas o si no es posible hacer una 
afirmación sin que otras contrarias sigan siendo válidas o probables, y entonces el juicio al que se arribó no puede predi-
carse como cierto. 

No es posible tachar de delictiva la conducta de la empleada doméstica que, conociendo el lugar donde se guar-
daba dinero, lo entrega ante la irrupción violenta de dos hombres armados que lo exigían coactivamente, más aún te-
niendo en cuenta que la dueña de casa estaba inmovilizada y paralizada por el temor y a fin de no arriesgar su vida o la 
de un indefenso bebé por dinero. (Del voto de los Dres. Garros Martínez y Posadas) 

TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C SARACHO, DORA EVELIA; BARRAZA, FABIO ARNALDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 
32.401/09)  (Tomo 158: 889/914 – 08/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado seguido de muerte, valoración de la prueba, indicios, sana 

crítica; ampliación de requerimiento fiscal, derecho de defensa; certeza para condenar. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1333/1334 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado como coautor del delito de robo seguido de muerte, si el 
tribunal tuvo por acreditado que junto a otro, ingresaron con ropas muy abrigadas y gorras que tapaban su rostro al local 
comercial, pidieron bebidas, cigarrillos y un encendedor y al solicitarles la dueña el pago de tales objetos, uno de ellos 
sacó un arma de fuego del interior de su ropa y se la entregó a su compañero, quien apuntó a la propietaria del local y le 
exigió la entrega del dinero, momento en el cual ingresaron al local otros dos sujetos y percatándose de lo que acontecía 
uno de ellos intentó despojar al acusado del arma por lo que se produjo un forcejeo y ambos cayeron al piso disparándo-
se el arma que impactó en la zona pectoral de la víctima y ocasionó su muerte. 

La mera discrepancia personal del recurrente no habilita el reexamen del cuadro cargoso, ya que corresponde al 
tribunal de juicio apreciar el valor convictivo de los distintos elementos probatorios recolectados durante dicha etapa y 
del grado de convencimiento que ellos puedan producir, conforme las reglas de la sana crítica. 

El artículo 165 del Código Penal comprende los homicidios que son un resultado accidental de las violencias 
ejecutadas con motivo u ocasión del robo, se trata de un suceso eventual que altera el designio del ladrón y que resulta 
del robo. La consumación del delito exige la concurrencia de los dos hechos, apoderamiento, o su tentativa, y muerte. 
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La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente desprovisto de 
elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de tal naturaleza determinaría que práctica-
mente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debilidad de la evidencia, aún de la incorpo-
rada de oficio o a pedido de la parte acusadora, frustraran la posibilidad de una condena. 

La ampliación de acusación resulta viable en todos los casos en que el agente fiscal ha desatendido una circuns-
tancia del hecho que tornaba aplicable una causal de agravamiento de la figura por la que se formuló el requerimiento de 
juicio. 

El encuadre de robo calificado seguido de muerte no importó una mutación del objeto procesal fijado por el re-
querimiento fiscal que pudiese vulnerar en modo alguno el derecho de defensa, como tampoco, una variación brusca de 
la calificación jurídica de aquél, si no se atribuyó ni condenó a los acusados por un hecho o circunstancia fáctica no 
contenidos en dicho requerimiento. 

La sentencia de condena se adecua a las reglas de la sana crítica racional, si la totalidad del material probatorio 
ha sido valorado con criterio racional y de forma particularizada, en un contexto integrador que permitió fijar la verdad 
histórica de lo acontecido, sus autorías y calificación típica, otorgando así al fallo una base suficiente y legal. (Del voto 

de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 
Todo pronunciamiento jurisdiccional sólo puede referirse al hecho y las circunstancias contenidas o delimitadas 

en el concreto ejercicio requirente; si no concurren circunstancias fácticas distintas, el encuadre diferente dado por el 
tribunal, no importa una mutación del objeto procesal que vulnere el derecho de defensa o que invalide de algún otro 
modo el pronunciamiento dictado. 

El sistema de la sana crítica racional permite construir un determinado acontecer mediante inferencias que des-
cansan en indicios, siempre que éstos resulten unívocos. 

El agravante del artículo 165 del Código Penal procede siempre que entre los atentados contra la vida y la pro-
piedad no existe unidad de designio o determinación, es decir cuando el resultado muerte es accidental a la empresa 
delictiva ejecutada, aunque entre éste y los actos del robo exista una relación de causalidad; por lo tanto, ejecutado el 
robo con armas y producida la muerte, existe la consecuencia accidental o eventual que subsume la conducta del acusa-
do en el agravante en cuestión. (Del voto de los Dres. Catalano. Cornejo, Ferraris y Posadas) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C MONTOYA, ÁNGEL SILVANO; CAÑARIMA, DIEGO ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº 
CJS 33.576/10)  (Tomo 158: 495/506 – 01/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de usurpación de propiedad, consumación instantánea, motivación de la senten-

cia. Nulidad procesal, acta de debate, lectura de fundamentos de la sentencia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 60/65 vta. 
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado por el delito de usurpación de propiedad cuenta con motivación 
suficiente y la certeza necesaria para condenar, si el tribunal valoró de manera pormenorizada las declaraciones presta-
das en la audiencia de debate por la víctima y el acusado y el expediente civil acompañado como prueba, de los que 
surge que el inmueble se encontraba en posesión de la esposa del denunciante cuando fue objeto del despojo, que si bien 
lo fue por un breve lapso, la acción igualmente se consumó pues la figura penal en análisis es de consumación instantá-
nea y sus efectos pueden o no ser permanentes. 
           Es preciso distinguir entre la falta de motivación y la insuficiencia de motivación de la sentencia. La primera se 
asimila a la omisión de expresión de las razones que fundamentan la decisión judicial, en tanto que la segunda implica la 
existencia de una motivación que puede no alcanzar los requerimientos legales de fundamentación. Las consecuencias 
de ambas situaciones difieren, pues mientras la primera irrefragablemente conduce a la nulidad, la segunda sólo produce 
ese efecto cuando la deficiencia es de tal magnitud que importa su omisión lisa y llana. 
           No procede la declaración de nulidad de las actas de debate por carecer de las firmas de las partes, pues se trata 
de una nulidad relativa y por lo tanto, subsanable, si no fue oportunamente opuesta por la defensa, aceptando tácitamente 
la validez de tales actas. 
           Puede existir afectación del derecho de defensa en juicio si los defectos formales que se atribuyen al acta han 
irrogado de modo material, concreto y verdadero una lesión a ese derecho, lo que no ocurre si pese a la carencia de fir-
mas no se ha irrogado del modo indicado, una lesión al imputado. 
           La lectura de los fundamentos de la sentencia en el plazo de cinco días conforme lo dispone el artículo 405 del 
Código Procesal Penal, constituye un límite que tiene por objeto preservar la calidad de la resolución judicial, permi-
tiendo que ella refleje con un grado de fidelidad aceptable, los elementos de convicción conocidos por el juzgador du-
rante la audiencia de debate y contiene una expresa sanción de nulidad, directamente encaminada a preservar la concen-
tración, que es una de las razones esenciales que favorecen la apreciación integral de la prueba en el ámbito del plenario.  
         Si de las constancias de la causa surge que terminada la audiencia de debate el tribunal de juicio dictó el fallo y 
fijó fecha para la lectura de los fundamentos, que fueron redactados en esa oportunidad, no surge elemento alguno que 
permita inferir la falta de acatamiento de las normas que garantizan la continuidad del debate y que generan una afecta-
ción del debido proceso por el tribunal. 
         Ninguna nulidad puede tener un fin en sí misma y esta grave sanción debe obedecer siempre a la existencia de 
un interés, lo cual, supone la violación de una formalidad legal y la demostración que mediante ella la parte experimenta 
un perjuicio. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C SOLIVELLAS, DENIS ROLANDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.754/10)  (Tomo 158: 83/90 
– 26/julio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de usurpación, despojo parcial, pruebas suficientes, certeza para condenar. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 213/216. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado del delito de usurpación de propiedad, si el senten-
ciante arribó a su juicio incriminatorio con suficientes elementos de convicción y expresó con claridad y ajustados razo-
namientos la conexión de cada indicio con adecuada lógica y basándose en pautas que dictan la experiencia y la psico-
logía, a partir de las declaraciones coherentes y concordantes de los testigos, que sumados a los croquis ilustrativos e 
informes policiales, confirman que el acusado ingresó al predio violentando el candado de la cadena del portón de acce-
so al inmueble e ingresó con un camión en el que llevó sus pertenencias para instalar una casilla en una parte de la pro-
piedad, y con ello despojó, aunque sea parcialmente, a las víctimas, de la posesión o tenencia. 
          El bien jurídico que el tipo del artículo 181 del Código Penal intenta proteger, no se limita al derecho de propie-
dad, en sentido estricto, sobre un inmueble, sino que abarca el ejercicio de diferentes facultades originadas en derechos 
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reales que se ejercen sobre él, ya procedan del dominio o de otras circunstancias o relaciones; a saber: la tenencia, la 
posesión o el ejercicio de otro derecho real que permite la ocupación total o parcial del inmueble. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C STRIZICH, OSCAR JOSÉ – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.572/10)  (Tomo 158: 597/604 – 
8/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de agresión con arma impropia y amenazas. Absolución, valoración de las de-

claraciones testimoniales, principio “in dubio pro reo”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 57/63 y, en su mérito, revocar la 
sentencia de fs. 52/55 vta. y absolver libremente de culpa y cargo a Oscar Domingo Flores por aplicación del principio 
de la duda. 
DOCTRINA: En materia penal no existe incapacidad para testificar, ni tachas que invaliden el testimonio de los parien-
tes, pero no puede ser la única prueba existente para aniquilar el estado de inocencia, y fundar un fallo condenatorio. 

Corresponde absolver al acusado de los delitos de agresión con arma impropia y amenazas, por aplicación del 
principio “in dubio pro reo”, si la condena se funda exclusivamente por dichos de los testigos, cuya valoración debe ser, 
atento a circunstancias y relaciones parentales, tomadas con mesura; su valoración debe ser individual y cotejarlo con el 
resto de las pruebas, que en el caso resultan inexistentes. 

La observancia del principio “in dubio pro reo” es controlable en casación sólo en el grado de convencimiento 
que expresa el Juez, a partir de la valoración integral de las pruebas. El análisis, por tanto, debe circunscribirse a la veri-
ficación de una inobjetable expresión de certidumbre y de la compatibilidad racional entre la certeza y sus presupuestos. 

Si no existe un correlato entre las evidencias reunidas y el hecho que se juzga, debe aplicarse el principio con-
sagrado por el artículo 4º del Código Procesal Penal que expresamente dispone que en caso de duda debe estarse a favor 
del imputado. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo,  Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C FLORES, OSCAR DOMINGO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.153/09)  (Tomo 158: 427/440 – 
27/julio/2011) 
 
RECURSO DE CASACION. Inadmisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la inadmisibilidad formal del recurso de casación interpuesto a fs. 82/85. 
DOCTRINA: El imputado no tiene recurso contra la concesión de la suspensión del juicio a prueba, sino sólo respecto 
de su denegatoria, facultad que sí se encuentra asignada por la ley al fiscal y al querellante conjunto. 
          Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra el término de la suspensión del juicio a 
prueba que fuera establecido dentro del margen legal y la regla de conducta impuesta al concederse el beneficio, pues no 
es jurídicamente posible la existencia de otro gravamen, en tanto la resolución que, aun parcialmente se pretende rever-
tir, hace lugar al imputado quien, en todo momento, de no compartir las condiciones a que se somete el beneficio conce-
dido, podrá renunciar y someterse al proceso a fin de definir su situación procesal.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C EGÜES, PABLO ORLANDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.303/11)  (Tomo 158: 861/868 – 
8/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Adhesión al recurso de casación, oportunidad y forma. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 286/290.II. 
DECLARAR formalmente inadmisible la adhesión planteada a fs. 305. III. ORDENAR que se ponga el expediente en la 
oficina por el termino de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recuro de casación en que la defensa adhiere al recurso interpuesto por otro 
coimputado contra la sentencia condenatoria, si ha sido presentada de manera extemporánea y sin adecuada fundamenta-
ción. 

La oportunidad procesal para adherir a un recurso de casación precluye con la primera resolución de la Corte 
luego de recibido el expediente al declarar la admisibilidad de la impugnación a la que se adhiere, por lo cual debe ser 
formulada necesariamente antes que el expediente quede a despacho para el dictado de esa resolución, expresándose los 
motivos en que se funda la adhesión, bajo pena de inadmisibilidad. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C HUMANO, RAMÓN FRANCISCO; OCARANZA, VÍCTOR – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
34.345/11)  (Tomo 158: 515/522 – 01/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Ley Orgánica de la Justicia Penal, reemplazo del Juez de Meno-

res. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 9/12 vta. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolución del Juzgado de Meno-
res que rechaza el planteo de inconstitucionalidad y de incompetencia funcional interpuesto por la defensa, quien sostie-
ne que resulta improcedente que el juez de instrucción reemplace al de menores, pues la Ley Orgánica de la Justicia 
Penal instituye la competencia tanto por razón del territorio como de la materia, y regula el régimen de reemplazos y 
sustituciones bajo previsiones expresas e improrrogables; preceptos de orden público que, establecidos de forma escrita 
y previa, en uso de atribuciones legislativas y mediante el instrumento constitucional apto, concretan la garantía y desig-
nan –todos- al juez natural de la causa, por lo cual, el artículo 16, inciso b de la ley 7263 y modificatorias constituye una 
sistemática regulación de normas constitucionales, que bajo ningún punto de vista viola garantías o derechos amparados 
por el plexo supra legal. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C MAMANÍ, LEONARDO LUIS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.262/11)  (Tomo 158: 585/590 – 
08/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACION. Inadmisibilidad formal. Sobreseimiento confirmado por la Cámara de Acusación, ga-

rantía de doble instancia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 191/193 vta. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto por el querellante contra la resolución de la 
Cámara de Acusación que confirma el sobreseimiento del acusado, por haberse cumplido con la necesaria revisión de la 
resolución cuestionada al haber intervenido el tribunal de apelación al que accedió el impugnante haciendo uso de la vía 
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ordinaria mediante un recurso que permitió discutir cuestiones de hecho y de derecho, con lo que se satisface la garantía 
de la doble instancia. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C FLORES CABANA, JAVIER – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.660/10)  (Tomo 158: 591/596 – 
08/agosto/2011) 
 
RECURSO CASACIÓN. Nulidad procesal, consentimiento tácito. Delito de coacción. Absolución, falta de pruebas 

suficientes, motivación de la sentencia, principio “in dubio pro reo”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 56/58 y, en su mérito, dejar sin 
efecto la condena impuesta al Sr. Norberto Gregorio Salina en la sentencia de fs. 47/49, disponiendo su absolución, 
conforme a lo establecido en los arts. 4º del C.P.P., 20 de la Const. Prov. y 18 de la C.N.   
DOCTRINA: Existe un consentimiento tácito por parte del interesado, del irregular trámite que se imprimió al proceso 
al citar a las partes a comparecer a juicio sin respetar el plazo previsto en el artículo 359 del Código Procesal Penal, si se 
limitó a efectuar el ofrecimiento de pruebas sin plantear en la oportunidad procesal correspondiente su oposición. 
           Ninguna nulidad puede tener un fin en sí misma y esta grave sanción debe obedecer siempre a la existencia de 
un interés, lo cual supone la violación de una formalidad legal y la demostración de que mediante ella la parte experi-
menta un perjuicio. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar) 

Si de la sentencia surge que el tribunal señaló que solamente cuenta con la versión de la denunciante, y se basó 
en las lágrimas que ésta vertiera en audiencia de debate, ello resulta insuficiente para destruir el estado de inocencia del 
acusado y  la sentencia  no cumple con las pautas de motivación con las que debe contar una decisión condenatoria. 
           Corresponde absolver al acusado del delito de coacción si a las resultas del juicio no existían elementos sufi-
cientes para acreditar de manera certera la conducta típica sobre la que versó la imputación, con lo cual la condena se ha 
pronunciado con violación del principio “in dubio pro reo”. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris y Posa-

das) 
          No se pantetiza la arbitrariedad de la sentencia si el tribunal de juicio arribó a una conclusión lógica, en virtud del 
análisis pormenorizado de las pruebas producidas, justificando sobradamente la adecuación jurídica dada a los hechos y 
la condena, a la vez que expresó las razones de la pena impuesta. 
           El principio de libertad probatoria como método para valorar la prueba permite que el firme y coherente testi-
monio de la víctima sirva para alcanzar un grado de certeza suficiente para tener por cierta la autoría del hecho y la par-
ticipación en él del imputado, sobre todo si se trata del único testigo presencial de lo ocurrido, puesto que la coacción 
fue efectuada en el interior del hogar donde conviven el acusado y la denunciante. (Del voto de los Dres. Garros Martí-

nez y Vittar) 
 TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C SALINA, NORBERTO GREGORIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.289/10)  (Tomo 158: 
537/548 – 8/agosto/2011) 
 
RECURSO DE CASACION. Resolución que rechaza pedido de suspensión del juicio a prueba, errónea concesión del 

recurso de casación por encontrarse firme anterior resolución denegatoria, principio de preclusión procesal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal concedido el recurso de casación interpuesto a fs. 13/20. II. RECO-
MENDAR a la Juez Correccional y de Garantías de Séptima Nominación que en lo sucesivo se abstenga de imprimir 
trámite a presentaciones inoficiosas que sean evidentemente dilatorias de las causas sometidas a su jurisdicción y orde-
narle que cumpla con lo dispuesto en el primer párrafo del considerando 6º. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal concedido el recurso de casación contra la sentencia que rechaza el pedido de 
suspensión del juicio a prueba si el Tribunal de Casación declaró formalmente inadmisible un recurso interpuesto con 
anterioridad a idéntico fin, específicamente porque en ese momento ya había precluido la posibilidad de otorgar el bene-
ficio, resolución que se encuentra firme y consentida, y sus efectos debieron haber sido cumplidos en el proceso y sin 
embargo, en flagrante detrimento al legítimo progreso de la causa y a los intereses en juego, recibido el expediente el 
tribunal otorgó un nuevo trámite a la reedición del pedido y suspendió nuevamente  el debate debiendo declararse la 
nulidad de ése trámite. 
           La preclusión en el proceso penal implica aniquilar la posibilidad de cumplir el acto luego de la oportunidad 
prevista; ello encuentra fundamento en impedir la paralización indeterminada del proceso en perjuicio del interés públi-
co, y en su caso, el de las partes. Si el acto extemporáneo se practica será jurídicamente inadmisible; si erróneamente se 
lo admite será inválido, no eficaz y hará pasible de nulidad la actividad por él desencadenada. 
           Un fallo firme causa estado sobre el objeto de su resolución, por lo cual éste no puede ser desconocido tanto por 
el tribunal que lo dictó como, con mayor razón, si se trata de competencia recursiva, por el juez inferior. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C QUISPE, MARCIO DANILO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CA-
SACIÓN (Expte. Nº CJS 34.278/11)  (Tomo 158:  163/168 – 26/julio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento, motivación de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 464/467. 
DOCTRINA: El sobreseimiento es una resolución judicial que cierra total y definitivamente la causa en relación al im-
putado y su presupuesto es el juicio de certeza que debe tener el juez sobre la concurrencia de la causal correspondiente. 
      El examen que el juez está llamado a efectuar antes de emitir un pronunciamiento definitivo de carácter libera-
torio respecto de un hecho, debe descartar su posible adecuación a cualquier título jurídico penalmente relevante.  
            Corresponde confirmar el sobreseimiento del acusado si la sentencia presenta una lógica derivación de los ele-
mentos convictivos reunidos en la casusa, en cotejo con las exigencias típicas del delito de falsificación de instrumento 
privado. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 

          Cualquiera sea la causal que lo fundamente, por regla general el sobreseimiento procede cuando se adquiere 
certeza acerca de ella, vale decir, cuando no queda duda acerca de la extinción del ejercicio de los poderes de acción y 
de jurisdicción, o de la inexistencia de responsabilidad penal del imputado con respecto al cual se dicte. (Del voto de los 

Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C MARCO, EDUARDO SALVADOR; SÁNCHEZ LECUMBERRI, MARCELO; CHOQUE, NÉSTOR ALBERTO; 
RODRÍGUEZ, MIGUEL ÁNGEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.106/ 09)  (Tomo158: 507/514 – 
01/agosto/2011) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Extemporaneidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 14/16 y, en su mérito, revocar la 
resolución de fs. 10/13. 
DOCTRINA: La suspensión del juicio a prueba puede solicitarse a partir del decreto de citación a juicio y hasta el tercer 
día de notificado el decreto de audiencia de debate. El término establecido por el artículo 281 bis del Código Procesal 
Penal otorga un amplio tiempo a los operadores del sistema y constituye una especifica reglamentación procesal dirigida 
a efectivizar la suspensión del juicio a prueba que encuentra determinante fundamento en el cumplimiento y respeto de 
la razón de ser del beneficio, comprendidos sus fundamentos, fines y objetivos.  
           Corresponde revocar la resolución que concede la suspensión del juicio a prueba si su solicitud fue presentada 
de manera extemporánea, ya fenecido el término establecido por la ley. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Ga-

rros Martínez, Posadas, Vittar) 

        Es procedente el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si en el caso se han reunido objetivamente las 
condiciones que la ley exige para su otorgamiento. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
AGUILARES, DELFÍN WENCESLAO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.288/10) (Tomo 158: 349/364 – 26/julio/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, revocación, incumplimiento de las reglas de conducta. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 5/7 vta. 
DOCTRINA: Corresponde revocar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si el acusado no observó las pautas 
de conducta ni ejecutó las obligaciones impuestas al concedérsele el beneficio, y pese a habérselo citado en reiteradas 
oportunidades no se presentó nunca para tratar de acordar una solución que la permitiera acatar las ordenes recibidas, 
demostrando una despreocupación por el proceso que permite deducir su voluntad de no cumplir con los deberes asumi-
dos, lo que acredita la frustración de los fines perseguidos por el instituto. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C HINOJOSA, JUAN CARLOS – PIEZAS PERTENECIENTES – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
33.514/10)  (Tomo 158: 47/54 – 26/julio/2011) 
 
RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD. Suspensión del juicio a prueba, funcionario público, 

escribano; artículo 76 bis séptimo párrafo del Código Penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos a fs. 
14/18. 
DOCTRINA: La prohibición funcional contenida en el séptimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal impide 
gozar del beneficio de la suspensión de juicio a prueba a quien tiene el carácter de funcionario público, que alcanza a 
todo aquél que participa accidental o permanentemente del ejercicio de las funciones públicas cualquiera sea el modo de 
designación, entre ellos, los escribanos públicos, pues la facultad que se les atribuye de dar fe a los actos que celebren 
conforme a las leyes, constituye una concesión del Estado acordada por la calidad de funcionario o de oficial público 
que corresponde a los notarios con registro. 
            Es improcedente el planteo de inconstitucionalidad del séptimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal, 
fundado en que constituye una disposición propia del derecho penal de autor y un trato discriminatorio, porque no se 
evidencia que la interpretación de los alcances de la norma y la consecuente aplicación que efectuara el tribunal haya 
infringido alguna norma constitucional o provocado de manera arbitraria la mengua de algún derecho de raigambre 
constitucional de la acusada, ni incurrido en arbitrariedad, sino que, por el contrario, al considerar que no corresponde 
otorgar a la funcionaria pública imputada el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, ha interpretado de manera 
correcta los intereses generales de la sociedad. 
            La declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las fun-
ciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, e importa un acto de suma gravedad que debe ser conside-
rado como la última “ratio” del orden jurídico; requiere inexcusablemente la demostración del agravio en el caso concre-
to y sólo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparados por la 
Constitución Nacional. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C EL-
ÍAS DE BOCANERA, LETTY GRACIELA – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA - RECURSO 
DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. Nº CJS 33.732/10)  (Tomo 158: 485/494 – 01/agosto/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia, denegación de recursos de orden local, cuestión pro-

cesal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 20/31. 
DOCTRINA: En principio no procede el recurso extraordinario federal respecto de decisiones que tienen por objeto la 
aplicación e interpretación de normas procesales, y en particular de aquellas referidas a la no admisibilidad de los recur-
sos deducidos por ante los tribunales locales, por tratarse de cuestiones atinentes a la organización de las instancias loca-
les, salvo que medie demostración de arbitrariedad o de manifiesta afectación de los derechos de raigambre constitucio-
nal que deben ser alegados y concretamente demostrados por la parte interesada. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris. Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
POJASI, PABLO MARCELO- QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. N° CJS 33.882/10)  (Tomo 
158: 91/96 – 26/julio/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia, denegación de recursos de orden local, cuestión pro-

cesal, resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso criminal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 44/58. 
DOCTRINA: Las cuestiones procesales resultan propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, 
cuando han sido resueltas con fundamentos bastantes para sustentar el pronunciamiento como acto judicial válido. 

En principio no procede el recurso extraordinario respecto de decisiones que tienen por objeto la aplicación e 
interpretación de normas procesales, y en particular de aquellas referidas a la no admisibilidad de los recursos deducidos 
por ante los tribunales locales, por tratarse de cuestiones atinentes a la organización de las instancias locales, salvo que 
medie demostración de arbitrariedad o de manifiesta afectación de los derechos de raigambre constitucional que deben 
ser alegados y concretamente demostrados por la parte interesada. 
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Las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal no reúnen, por re-
gla, la calidad de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48 aunque se invoquen garantías constitucio-
nales o la tacha de arbitrariedad. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C RAMOS, SERGIO OMAR – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 33.725/10)  (To-
mo 158: 219/226 – 26/julio/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia, reiteración de agravios resueltos en casación, dene-

gación de recursos de orden local, cuestión procesal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 995/1015. 
DOCTRINA: Carece de debida fundamentación el recurso extraordinario en el cual el impugnante reitera los argumen-
tos dados en etapas anteriores del proceso, que fueron ya resueltos con suficiente argumentación de derecho.  

Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos ante los tribunales de la causa, por su carácter 
procesal y de hecho, no justifican, como regla, el otorgamiento del recurso extraordinario, principio que reconoce excep-
ción sólo cuando lo decidido frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación suficiente, lo que se traduce en 
una violación a la garantía de la defensa en juicio. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C MONTIVERO, HUGO CÉSAR – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.122/10)  (Tomo 158: 781/788 – 
08/agosto/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia, reiteración de agravios resueltos en casación, doctri-

na de la arbitrariedad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 98/107. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal si el apelante no propone cuestión federal atendible y se 
limita a reproducir los planteos formulados en casación, con alegaciones que fueron conocidas, consideradas y suficien-
temente explicitadas al resolver sobre el fondo de la cuestión. 

La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que confiere a la cues-
tión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde puedan discutirse decisiones 
que se estimen equivocadas. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas y Vittar) 

Aún cuando, en principio, las decisiones que declaran la inadmisibilidad de los recursos locales no justifican la 
apertura de la instancia extraordinaria, en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan, resulta 
procedente hacer excepción a dicho principio si el pronunciamiento impugnado conduce sin fundamentos adecuados a 
una restricción sustancial de la vía utilizada por el justiciable, y afecta irremediablemente el derecho de defensa en jui-
cio. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C CORBALÁN, JUAN SERVANDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.620/09)  (Tomo 158: 183/192 
– 26/julio/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL.  Resolución que rechaza la queja por recurso de casación denegado, 

doble instancia, doctrina de la arbitrariedad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 104/117. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal si el recurrente remite en su planteo a la consideración 
de puntos no federales que, contrariamente a lo requerido para la viabilidad del recurso, se limitan a constituir una re-
producción de cuestiones ya examinadas, que resultan extrañas a la vía extraordinaria intentada. 
           No existe cuestión federal ni causal de arbitrariedad alguna en la resolución que rechaza la queja por recurso de 
casación denegado, cuando se encuentra cumplida la exigencia de la doble instancia en virtud de la específica interven-
ción de la Cámara de Acusación a través del recurso de apelación, que es el medio recursivo específicamente previsto 
para instar al control del rechazo de la excarcelación. 
           La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto abrir una instancia ordinaria para debatir temas ajenos a la 
competencia específica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga, en esos as-
pectos, violación a normas constitucionales o graves defectos de fundamentación y razonamiento que lo hagan inválido 
como acto jurisdiccional. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Ferraris y Garros Martínez) 

       Se debe conceder el recurso extraordinario federal, si conforme a las argumentaciones del recurrente, en el caso 
es posible que el artículo 300 del Código Procesal Penal se haya interpretado arbitrariamente, sin tener en cuenta la ma-
nera en que mejor se compadezca con los principios y garantías que prevé la Carta Magna, o de una forma tal que haya 
conducido a la frustración de un derecho, como el de la libertad ambulatoria, que cuenta con amparo constitucional. (Del 

voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
ALANDI TEJERINA, JUAN DOMINGO – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO (Expte. Nº CJS 33.448 
/10) (Tomo 158: 103/112 – 26/julio/2011) 
 


